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			UNA INTRODUCCIÓN AL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS AMBIENTALES EN MÉXICO

			Laura Flamand 

			Leonora Rojas-Bracho[1]

			Se espera que los gobiernos resuelvan o, por lo menos, alivien los problemas sociales. Sin embargo, un gran número de encuestas de opinión en México y alrededor del mundo revelan que para muchos ciudadanos el gobierno es un problema más que una solución y critican la escasa efectividad o, en el extremo, la ineficiencia de las intervenciones gubernamentales: los programas para aliviar la pobreza no disminuyen el número de personas en esas condiciones, las políticas de promoción de pequeñas y medianas empresas no fomentan su desarrollo, los programas educativos no se traducen en educación de más calidad, entre otros ejemplos.

			Este libro parte de la convicción de que las intervenciones gubernamentales tienen la capacidad de aliviar los problemas públicos, incluso los muy graves. Las evaluaciones externas a los programas gubernamentales demuestran, sin embargo, que algunas acciones son más certeras que otras. Por ejemplo, las transferencias condicionadas de Oportunidades han resultado más efectivas que cualquier otra intervención para incrementar la asistencia escolar en comunidades rurales y urbanas en México. En claro contraste, las despensas que el Programa de Apoyo Alimentario distribuyó hasta 2004 en comunidades rurales marginadas resultaron un fracaso tanto en términos de costo operativo como de impacto. ¿A qué pueden atribuirse estas diferencias?

			Numerosos estudios empíricos sobre políticas públicas revelan con claridad que el diseño de la intervención define, en un grado muy alto, la efectividad, el éxito de las políticas. Ante estos hallazgos resalta la importancia del análisis de políticas públicas. Un método que parte de la definición precisa y específica de un problema público para proponer alternativas de solución considerando las restricciones legales, informativas, teóricas, de recursos y de consenso político. En este libro presentamos seis análisis de política pública que ofrecen las razones por las cuales, con las restricciones existentes, la solución recomendada es la más apropiada para resolver el problema público, atendiendo, desde luego, a sus consecuencias más graves.

			LAS INTERVENCIONES GUBERNAMENTALES Y LA PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

			Los contaminantes atmosféricos, en específico las partículas finas, son responsables de más de tres millones de muertes anuales y de más de 74 millones de años de vida saludable perdidos en todo el mundo (HEI, 2012; Lim et al., 2012).[2]

			Aun cuando el problema de las PM2.5 se conoce desde hace más de una década, la certeza de sus efectos adversos para la salud y el hecho de que se encuentre entre los diez principales riesgos de la carga global de enfermedad han obligado a los gobiernos a atender este grave problema público (Lim et al., 2012).

			¿Qué políticas públicas se han acercado a resolver este problema? En países desarrollados, las acciones gubernamentales han dado pasos importantes en dos sentidos complementarios: el primero es un enfoque sistémico orientado a la mitigación de las emisiones con estándares que regulan tanto las fuentes emisoras como la calidad de los combustibles fósiles, mientras que el segundo se orienta a la gestión de la calidad del aire con normas que establecen límites máximos permisibles de las concentraciones de PM2.5 en la atmósfera.

			En Estados Unidos, Canadá, la Unión Europea y Japón, combinar estándares estrictos para controlar las emisiones vehiculares, que requieren de filtros de partículas, y mejorar la calidad de los combustibles disminuyendo su contenido de azufre, ha permitido que las emisiones de partículas por el escape disminuyan más de 90 por ciento.

			Además, en los últimos años, la evidencia científica acumulada ha logrado que se revisen y actualicen las normas de calidad del aire para partículas finas (PM2.5) para proteger la salud de la población (con el objetivo de acercarse a la recomendación de la OMS) en Corea del Sur, India, China, Estados Unidos y Taiwán. Gracias a estas acciones de política pública, se espera que en 2020 prácticamente en todo el territorio de Estados Unidos se cumpla con el nuevo estándar de calidad del aire. En México, en claro contraste, se rebasa la norma vigente en promedio anual en todas las ciudades que cuentan con estaciones de monitoreo atmosférico, incluyendo las zonas metropolitanas del valle de México, Guadalajara y Monterrey.

			Es importante anotar que las intervenciones gubernamentales que hemos descrito han sido “reactivas”, es decir, la intervención gubernamental ha buscado aliviar el problema público cuando éste ya existe. En otros casos que se presentan en el libro, en cambio, las intervenciones son “proactivas”, pues se anticipa el desarrollo del problema público o éste ocurre en otro contexto y, en consecuencia, la intervención se propone prevenirlo (Fehr, Pererira y Barbosa, 2009).

			EL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS

			En este apartado se describen brevemente los orígenes del análisis de política pública, además de las fases que, en general, se siguen para desarrollarlo. El propósito es dar contexto a los estudios de los capítulos donde se emplea este método para proponer alternativas de solución a problemas de contaminación en México.[3]

			Desde luego, un libro sobre política pública debe partir de una definición clara del término. La definición mínima refiere a cualquier acción o inacción gubernamental (Weimer y Vining, 2010). Hay autores, sin embargo, que ofrecen precisiones que clarifican el objeto de estudio de nuestro texto. En general se considera que una acción es una política pública si satisface las siguientes características: a) está estructurada de manera intencional y causal para atender una situación con valor público; b) surge de la interlocución entre gobierno y sociedad; c) opera a partir de las decisiones de autoridades públicas legítimas; d) la llevan a cabo actores gubernamentales exclusivamente o en combinación con sociales y, e) da origen a un patrón de comportamiento del gobierno y de la sociedad (Aguilar, 2009: 14).

			En este punto es pertinente mencionar que el análisis de políticas públicas es de tipo causal y empírico,[4] es decir, se propone detectar cuáles son las razones detrás del problema objeto de estudio. La contaminación atmosférica, por ejemplo, puede atribuirse a causas meteorológicas, físicas o antropogénicas. En las grandes urbes, los estudios empíricos han revelado que la fuente principal de contaminación son las actividades humanas y, en el caso de la ciudad de México, los vehículos automotores. Como se muestra en los capítulos que siguen a esta introducción, el análisis causal se construye a partir de:

			a) Información objetiva sobre los hechos sociales que se consideran un problema público u objetivo de interés público, por ejemplo, disminuir los niveles de contaminación de un río o aumentar el número de mujeres embarazadas que asisten a cuidados prenatales.

			b) Conocimiento sobre los componentes y las causas del problema público u objetivo social deseado, es decir, estudios científicos o académicos que hayan analizado el fenómeno y apunten a sus orígenes. En el caso de la contaminación atmosférica, los inventarios de emisiones permiten determinar quién, cómo y dónde se contamina; en consecuencia, constituyen un insumo fundamental para cualquier política que se proponga disminuir los niveles de contaminación del aire.[5]

			c) Cálculo del tipo y costos de las acciones que se consideran adecuadas para resolver el problema o alcanzar los objetivos. El propósito es determinar las características y los costos de los diferentes instrumentos de política pública,[6] como serían, por ejemplo, establecer un programa de verificación vehicular, una norma técnica sobre la calidad de la gasolina o un impuesto a los propietarios de automóviles.

			Una revisión cuidadosa de estos tres componentes descubre que las acciones del gobierno tienen una dimensión política (un componente normativo) y una técnica (un componente científico-técnico). Es decir, son acciones políticas porque se ocupan de alcanzar objetivos de interés y beneficio sociales (dentro de un marco constitucional y legal específico); sin embargo, también son acciones que se sustentan en un razonamiento causal con el propósito de alcanzar los objetivos deseados y lograr que las políticas transformen la realidad (Aguilar, 2010: 17).

			En este punto es crucial distinguir entre investigación de política (policy research) y análisis de políticas públicas (public policy analysis). La investigación de política se propone estudiar las relaciones entre variables que reflejan problemas sociales y otras que pueden alterarse desde la política pública. De manera ideal, este tipo de investigación generará una hipótesis (por ejemplo, si el gobierno implementa X, entonces resultará Y) y la verificará con una metodología formal que permita derivar predicciones sobre las consecuencias de la acción gubernamental. Sin embargo, como los detalles finos de la implementación no suelen ser de interés académico, este tipo de investigaciones tiene dificultades para convertir sus hallazgos en acciones de gobierno concretas. Los clientes de estas investigaciones usualmente son actores en la arena de política específica y otros investigadores académicos (Weimer y Vining, 2010: 25-27).

			En claro contraste, el análisis de políticas públicas (APP) se ocupa de comparar y evaluar de manera sistemática las alternativas disponibles para resolver un problema social determinado. En este análisis se sintetizan las investigaciones y las teorías existentes para predecir las consecuencias de alternativas de política. Como los analistas se orientan a atender las solicitudes de un cliente específico (un tomador de decisiones), usualmente con poco tiempo y recursos, la principal debilidad de este tipo de análisis es que pueden ser fragmentarios (Weimer y Vining, 2010: 25-27).

			Los trabajos que integran este volumen son análisis de políticas públicas que permitirán a los estudiantes y a los tomadores de decisiones acercarse a una metodología para proponer políticas factibles en términos técnicos, financieros, administrativos y políticos. Para establecer la pertinencia y la función del análisis de políticas públicas, a continuación presentamos de manera muy somera las fases del proceso de la política pública (policy process): agenda, diseño, implementación y evaluación.

			Agenda

			Ya hemos mencionado que la política pública es un ejercicio valorativo, pues en primera instancia se trata de determinar cuáles son los problemas públicos o los objetivos sociales que ameritan una intervención gubernamental. En esta primera fase del proceso de política pública se determina si un asunto entra en la agenda pública y, en consecuencia, si una acción gubernamental es pertinente.

			La decisión de si un problema entra en la agenda o no consiste en un intenso juego de los agentes participantes (es posible anticipar a la mayoría de los involucrados, pero hay imprevistos). En el desarrollo de una política suelen participar los ciudadanos de manera independiente o agrupados en organizaciones de la sociedad civil y, desde luego, un amplio entramado de agencias gubernamentales de varios órdenes de gobierno (Cabrero, 1999: 199-200; Majone, 2006). En arenas y momentos diversos, los participantes se confrontan, construyen alianzas y presionan sobre la necesidad y la pertinencia de la intervención gubernamental, aunque también sobre sus características específicas.

			En general, los principales promotores y los operadores de la política pública prefieren que el proceso de agenda sea exógeno para que pueda generar legitimidad y consensos. Los estudios empíricos, de hecho, han mostrado que existe una alta correlación entre las tendencias en la opinión pública y las orientaciones generales de la política gubernamental (Page y Shapiro, 1983; Vogel, 1993). En esta fase, el análisis de políticas públicas se dirige, sobre todo, a dar elementos a quienes promueven la atención al problema público, es decir, a mostrar las graves consecuencias de no resolverlo o los riesgos asociados con la política que se ocupa del problema en ese momento.

			Formulación y diseño de políticas

			En esta fase, como mostraremos a continuación, el análisis de políticas públicas es de la mayor utilidad. En la práctica, es difícil abrir totalmente esta fase al público en general; sin embargo, se promueven discusiones entre grupos de expertos con adscripciones institucionales diversas, las cuales se extienden a los legisladores para llegar al público en la medida de lo posible (Cabrero, 1999).

			De manera sucinta, el análisis de políticas públicas es un ejercicio analítico iterativo que consiste en definir el problema público, establecer metas y criterios de evaluación, proponer y comparar alternativas de solución, y formular una recomendación (Bardach, 1998; Weimer y Vining, 2010).[7]

			En general, el análisis de política pública se centra en un cliente. El cliente es el agente que participa en la arena de política pública respectiva y que, en principio, puede impulsarla u obstaculizarla. Los clientes de los analistas de políticas públicas son muy diversos: agencias gubernamentales, legisladores, organizaciones de la sociedad civil, asociaciones productivas, universidades, entre otros. El enfoque centrado en el cliente favorece la factibilidad de las alternativas de solución en términos legales, técnicos, financieros y políticos, pues al concebirlas se consideran las competencias, las capacidades y las restricciones de un actor específico. Más aún, la orientación al cliente también contribuye a la dimensión normativa del análisis de política pública, pues las solicitudes, las necesidades y los comentarios de los clientes dependen de sus valores, de su formación profesional, de su experiencia, de sus intereses y de sus prioridades. Todos los análisis de políticas públicas que se incluyen en el libro se prepararon con un cliente concreto en mente, por ejemplo, el gobierno federal, los gobiernos estatales o municipales u organizaciones de la sociedad civil, como se detalla en la sección “Del diagnóstico a la acción” (p. 35).

			a) Definir el problema. Éste es el paso más importante del análisis de políticas públicas, pues determina y condiciona el resto del ejercicio. En esta fase se elabora un diagnóstico del problema y se cuantifican sus síntomas, en la medida de lo posible, en términos de excesos y deficiencias. También en esta etapa se justifica la intervención gubernamental, ya sea en términos de fallas de mercado o de gobierno, o por razones de justicia, equidad u otro valor que se comparta socialmente.

			b) Establecer metas y criterios de evaluación. Este paso se vincula de manera muy estrecha con el primero, pues se trata de establecer las metas y los objetivos de la política pública de manera general (e.g. incrementar la asistencia escolar).[8] A partir de estas metas y objetivos se construyen los criterios de evaluación de las alternativas que el análisis ha propuesto para resolver el problema público (e.g. niños que asistieron a la escuela en este año, en comparación con los que lo hicieron el año previo).

			Es importante anotar que, a diferencia de los ejercicios de costo-beneficio, donde las metas se precisan (e.g. se propone disminuir la concentración de un contaminante para llegar a una concentración específica), en los análisis de política pública las metas se establecen de manera general, es decir, las disminuciones proyectadas de cada alternativa se comparan entre ellas y, desde luego, con el statu quo para determinar cuál política, desde la perspectiva del cliente, resuelve el problema público de manera más efectiva.

			c) Proponer alternativas de solución y comparar sus resultados. Se construyen alternativas de solución a partir del diagnóstico y de la revisión de otras experiencias en contextos diversos,[9] con énfasis en las mejores prácticas para replicarlas, adaptarlas o aprender de ellas.

			Los resultados proyectados de las alternativas se evalúan a la luz de los criterios de evaluación y se valora su factibilidad jurídica, financiera, técnica, administrativa y política; lo más recomendable es tomar como línea basal la situación actual, es decir, qué ocurrirá si no se actúa o si continúa el curso actual de la intervención gubernamental (en los capítulos llamamos a esta base de comparación el statu quo).

			En principio, aunque depende de las necesidades del cliente, se evalúan alternativas de política pública que permitan aliviar las diversas dimensiones del problema público en conjunto. Con frecuencia, sin embargo, será necesario concentrarse en un aspecto del problema con la intención de resolverlo en aproximaciones sucesivas. Por ejemplo, para atender el problema de la gestión integral de las sustancias químicas en México es necesario desarrollar, primero, un inventario nacional de sustancias químicas; segundo, un procedimiento de registro o notificación, y, tercero, una rutina de supervisión y sanción para quienes no manejen las sustancias de acuerdo con los estándares establecidos.

			d) Formular una recomendación. El elemento final del análisis de políticas públicas es formular una recomendación al cliente a partir del diagnóstico, las metas, los criterios de evaluación y las alternativas. El análisis debe presentarse de manera que el cliente pueda rastrear el razonamiento causal de la recomendación y reformularla, por ejemplo, dándole más peso al criterio político (porque el contexto ha cambiado) que al analista.

			Desde luego, la fortaleza del análisis de políticas públicas es contingente al progreso científico, a la disponibilidad de información y a avances metodológicos que permiten al analista romper con el “conocimiento” generalizado. Los trabajos científicos y académicos ofrecen más y mejores elementos para tomar decisiones considerando, desde luego, las restricciones cognitivas (Cabrero, 1999).

			Implementación de políticas[10]

			La instrumentación de la política pública refiere a sus contenidos, sus causas y sus consecuencias, o, en otros términos, a la distancia que existe entre la “idea” detrás de la política y su puesta en práctica. De hecho, el encuentro entre el contexto y el contenido de la política pública puede crear obstáculos insuperables para la implementación de algunas políticas (Grindle, 2009: 40).

			Es claro que hasta el creador más experimentado y talentoso de políticas públicas es incapaz de anticipar los problemas de implementación que surgen al entregarla a una compleja red de actores y agencias ejecutoras (diferentes niveles de gobierno, beneficiarios, agencias no gubernamentales, proveedores privados, entre otros). A final de cuentas, el problema central de la implementación es la coordinación de la política, pues la intervención gubernamental puede desviarse de su intención original con facilidad.

			Para determinar la factibilidad de la implementación, la clave es anticipar la complejidad, es decir, ¿cuántos actores se involucrarán?, ¿cuántas acciones?, ¿en qué medida deben cambiar su comportamiento?, ¿cuántos niveles de gobierno participan?, ¿cuánta cooperación es necesaria? En consecuencia, es indispensable revisar las preferencias, los intereses y las responsabilidades de los actores involucrados en la implementación de la política pública (Grindle, 2009; Weimer y Vining, 2010, cap. 11).

			En la implementación es crucial suponer que habrá opositores, pues las políticas públicas crean ganadores y perdedores, aquellos a quienes se les imponen costos; además, los contextos económicos, políticos y organizacionales pueden ser hostiles al cambio. También, desde luego, hay aliados, pues algunos actores pueden tener más interés en promover la política en distintos momentos y fases del proceso.

			Para anticipar problemas de implementación, resulta muy benéfico, por ejemplo, incorporar a los operadores del programa o de programas similares en las discusiones sobre el diseño, el cual deriva, usualmente, de la alternativa de solución que el analista de políticas públicas haya recomendado.

			Evaluación de políticas[11]

			La evaluación de políticas se define como el análisis post hoc del proceso de implementación o del impacto de una política pública. La evaluación de una intervención gubernamental atiende dos propósitos: por una parte, aclarar si las elecciones técnicas o científicas fueron acertadas (es decir, si los efectos son los esperados) y, por otra, si los ciudadanos perciben la intervención como exitosa, no desde los indicadores observados, sino desde su bienestar y su satisfacción (Cabrero, 1999: 208).

			El análisis y la evaluación de políticas públicas tienen una relación recíproca: mientras el primero es un análisis prospectivo, la segunda se realiza ex post facto. La evaluación, además, tiene un efecto sinérgico con el análisis, pues los gobiernos aumentan su legitimidad al abrirse a los expertos y se generan lecciones muy valiosas para las políticas a partir de sus observaciones. A final de cuentas, el diagnóstico del problema público, pero sobre todo la construcción de alternativas de solución, se desarrolla a partir del acceso a experiencias e información pública de las evaluaciones.

			CONSIDERACIONES GENERALES PARA EL DISEÑO DE POLÍTICAS PÚBLICAS AMBIENTALES

			Antes de presentar los análisis de políticas públicas que constituyen el corazón de este libro, conviene enfatizar algunas consideraciones generales indispensables en el diseño e implementación de políticas ambientales.

			Primero, la mayoría de los textos generales sobre análisis de políticas públicas enfatizan que toda intervención gubernamental genera ganadores y perdedores. En los temas ambientales, sin embargo, determinar quiénes se benefician en específico de beber agua libre de contaminantes o de prevenir el daño a la capa de ozono es más difícil (Guimaraes, 2004: 451). En un número de casos considerable esto se debe a que los intereses de los perdedores son concentrados (i.e. los industriales), mientras que los de los ganadores son difusos (i.e. la población de una localidad o ciudad o, incluso, global) (Vogel, 1993).

			Segundo, muy relacionado con el punto anterior, en ciertas políticas de desarrollo sustentable no es posible medir de manera directa los resultados o individualizarlos. Esto complica calcular los costos y los beneficios de la intervención pública, como revelan con claridad los ejemplos que hemos mencionado.

			Tercero, aun cuando el diseño de normas, estándares o reglas requiera de un sustento técnico robusto, o incluso científico, en la práctica los criterios ambientales se discuten, se negocian, considerando intereses políticos que pueden ser prominentes. Mejorar la calidad de los combustibles, por ejemplo, tiene indudables beneficios ambientales; sin embargo, también significa enormes costos de inversión en las refinerías, que en México implican una inversión del erario público[12] y, en su caso, incrementar los precios de los combustibles, lo que afecta a los dueños de los vehículos. Así, la decisión de actualizar la norma para regular las especificaciones de los combustibles ha requerido de una robusta justificación técnica de los beneficios sociales asociados, así como intensas negociaciones entre la Secretaría de Medio Ambiente, las secretarías de Hacienda, de Energía y Pemex (Rojas-Bracho et al., 2013).

			Cuarto y final, en diversos sectores e incluso entre funcionarios de gobierno, aún se considera que la protección del ambiente y la promoción del desarrollo sustentable restringen el crecimiento económico. Hasta el momento, estos argumentos siguen obstaculizando, de manera muy seria, la capacidad de los actores que buscan revertir el deterioro ambiental y controlar la contaminación (Guimaraes, 2004: 454).

			Alrededor del mundo, en las últimas dos décadas, las políticas ambientales han cambiado de manera muy sustantiva, en específico, en términos de la influencia de acuerdos internacionales, del diseño de políticas intersectoriales o intergubernamentales, de la evolución de la regulación y, desde luego, de la promoción de la participación social. En el resto de esta sección describimos brevemente en qué consisten estos cambios, como antecedentes de las alternativas de política que sugerimos para atender problemas de contaminación en México a lo largo del libro.

			Las influencias internacionales

			A partir de la Conferencia de Río, en 1992, el contexto internacional es, en general, favorable para el desarrollo sustentable. El cambio esencial en los acuerdos multilaterales consiste en que ahora reconocen una relación explícita entre los patrones ambientales, de salud y de consumo, por un lado, y las políticas económicas, comerciales y sociales, por otro (Guimaraes, 2004: 454). También hay conceptos nuevos que se han vuelto dominantes en los tratados y las convenciones multilaterales, como “responsabilidades compartidas, aunque diferentes”, “el que contamina paga” y el “principio precautorio”. Además, las organizaciones ambientales no gubernamentales y la comunidad científica (en particular, en el caso del cambio climático) desempeñan un papel prominente y cada vez más influyente (Guimaraes, 2004).

			De la regulación gubernamental dura a los incentivos de mercado

			La mayor parte de la regulación ambiental en México y otros países en desarrollo puede caracterizarse como de “orden y control”, es decir, prohíbe o demanda que se realicen actividades específicas. Este tipo de regulación se concentra en establecer estándares que protejan la salud pública y el ambiente, sin considerar las características de la contaminación: causas, lugar donde ocurre, quién cubre el costo del daño y cuál es la relación entre los costos y los beneficios derivados de la actividad contaminante (Dobra y Wendel, 1999).

			Los enfoques de mercado se han vuelto herramientas cada vez más útiles y prometedoras para los analistas de políticas públicas en áreas muy diversas, como contaminación del aire y del agua o protección de especies en peligro de extinción, entre otras. Estos enfoques suelen proveer incentivos y flexibilidad a las industrias reguladas y a los reguladores para alcanzar las metas de reducción y control de la contaminación de la manera más eficiente o viable; con frecuencia, a partir de innovaciones tecnológicas que las industrias reguladas desarrollan. En este enfoque, los gobiernos se ocupan de crear derechos de propiedad en bienes y servicios ambientales de manera que las transacciones de mercado los protejan (Cordes, 2002). En la práctica, se ofrecen incentivos para modificar el comportamiento de los agentes que contaminan con dos tipos de instrumentos: cobros directos, como cuotas o impuestos por unidad de emisión contaminante, y bonos intercambiables (Dobra y Wendel, 1999).

			Políticas intersectoriales e intergubernamentales

			En una gran variedad de temas ambientales, por razones prácticas o legales, el diseño y la implementación de las políticas públicas incluye agencias gubernamentales distintas o varios niveles de gobierno (Bouckaert, Peters y Verhoest, 2010; Cabrero, 2007).[13] En términos de coordinación, el gran reto es adaptar los sistemas de planeación actuales para permitir que los instrumentos de gestión operen en los diferentes niveles de gobierno. La especificidad territorial del desarrollo sustentable significa que es necesario establecer sólidos vínculos operativos con las autoridades locales para definir estrategias que integren a toda la estructura administrativa con las características ecológicas de esa región subnacional (Guimaraes, 2001). La falta de coordinación intergubernamental ante competencias concurrentes y procesos de descentralización puede significar, por lo menos, intervenciones gubernamentales que se duplican o contradicen, además de un uso ineficiente de recursos públicos escasos.

			La participación social se ha vuelto un insumo indispensable en el diseño e implementación de políticas públicas en todas las áreas. En temas ambientales, sus postulantes sostienen que mejora las valoraciones y la toma de decisiones; sus detractores la consideran inefectiva e ineficiente. Dietz y Stern (2008) definen la “participación pública” como un proceso organizado que han adoptado las agencias gubernamentales para involucrar a los ciudadanos en la planeación, la gestión y el monitoreo en temas ambientales. El objetivo de este tipo de participación es mejorar la calidad, la legitimidad y la efectividad de las intervenciones y las decisiones de política pública. A la vez, la activa participación e involucramiento de los ciudadanos pueden ser un contrapeso muy útil para que, durante las negociaciones entre el gobierno y la industria, sea posible equilibrar la balanza a favor de regulaciones o decisiones de política para que los productos o los procesos industriales sean más amigables con el medio ambiente, en especial en casos donde los actores regulados se resistan.

			En el caso de Estados Unidos, la evidencia generada con múltiples metodologías, en el muy amplio y detallado estudio de Dietz y Stern (2008), revela con claridad que, en condiciones específicas, la participación pública puede alcanzar de manera efectiva varios de los beneficios que promete en contextos muy diversos, incluso considerando los recursos limitados disponibles para los gobiernos federal, estatales y locales. Entre numerosos ejemplos, en un estudio experimental, Arvai (2003) descubrió que la legitimidad de una decisión aumenta si surge de un proceso de participación pública. El experimento reveló que las personas tienden a apoyar más el proceso decisorio y la determinación de instalar un reactor nuclear cuando saben que se consideró tanto la participación pública como el conocimiento de expertos y la experiencia de la agencia gubernamental responsable.

			¿CÓMO SE DISEÑAN LAS POLÍTICAS PÚBLICAS AMBIENTALES  EN MÉXICO? EL PAPEL DEL INSTITUTO NACIONAL  DE ECOLOGÍA Y CAMBIO CLIMÁTICO

			Las actividades humanas generan un sinfín de sustancias químicas y contaminantes que se liberan al ambiente. Cuando los contaminantes presentan propiedades relevantes de persistencia, bioacumulación o toxicidad y se emiten en cantidades que superan la capacidad amortiguadora del ambiente pueden representar un riesgo para la salud humana y para los ecosistemas.

			La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente establece que, en política ambiental, el gobierno dará prioridad al control y la prevención de la contaminación como elementos fundamentales para elevar la calidad de vida de la población. En consecuencia, la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) y el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC),[14] como su brazo técnico y de investigación, han incorporado en su agenda el análisis de las causas, los efectos y las estrategias para la gestión más efectiva de la contaminación ambiental. Los análisis de políticas públicas que se presentan en este volumen surgen de manera directa de la agenda de investigación del Instituto, por tanto, en esta sección describimos brevemente cómo se construye esta agenda y resaltamos algunos ejemplos de temas persistentes.

			La agenda de trabajo en el INECC se alimenta de varias fuentes, entre las que destacan: la discusión científica de temas ambientales alrededor del mundo, las prácticas y los instrumentos de política pública ambiental en otros países, las tendencias y las obligaciones de los convenios internacionales que el gobierno federal suscribe, la colaboración con agencias técnicas, instituciones y organizaciones regionales o de otros países y, finalmente, la presión de grupos sociales y organizaciones no gubernamentales. A continuación presentamos de manera sucinta cuatro temas que se han inscrito en la agenda ambiental del Instituto, con énfasis en sus antecedentes y en los actores involucrados más influyentes.

			Inventario nacional de emisiones de contaminantes atmosféricos convencionales

			Un ejemplo emblemático que aún hoy, a más de quince años de distancia, es pertinente rescatar, es la manera como se elaboró este inventario de contaminantes convencionales, también conocidos como “contaminantes criterio”.

			En el mundo de la gestión de la calidad del aire, los inventarios de emisiones son la piedra angular para incrementar la capacidad para desarrollar y evaluar las estrategias de control. En consecuencia, la motivación principal de los socios de este proyecto fue apoyar los esfuerzos institucionales para desarrollar herramientas y sistematizar información que permitiera proteger el ambiente y la salud pública.[15] A la vez, se promovió que se desarrollaran las capacidades para compilar, mantener y actualizar inventarios de emisiones subsecuentes.

			Este proyecto fue la culminación de esfuerzos previos de colaboración entre México y Estados Unidos para caracterizar las emisiones de contaminantes a la atmósfera en zonas específicas de la frontera entre ambos países, dada la degradación de la visibilidad en algunos de los parques nacionales y áreas silvestres en Estados Unidos (Rojas-Bracho et al., 2005). Ante este interés particular, se desarrolló un inventario sobre las emisiones de los estados de la frontera norte de México (2005) que se convirtió en el antecedente del inventario nacional. En 2006, se publicó el inventario nacional que incluyó las emisiones de los principales contaminantes convencionales (NOx, SOx, PM10, PM2.5, COV y NH3) de fuentes fijas, móviles, naturales y de área en todos los municipios del país.

			Calidad del aire: control de emisiones de contaminantes atmosféricos

			Las alternativas de política pública orientadas a controlar las emisiones de contaminantes atmosféricos convencionales, y también aquellas que permiten obtener un “cobeneficio” (en términos de beneficios locales en la salud y los ecosistemas) asociado con la mitigación de emisiones de gases de efecto invernadero, son otro ejemplo de los temas de la agenda del INECC.

			Las regulaciones más avanzadas en vigor de Estados Unidos, Europa y Japón han servido como guía para elaborar el conjunto de normas necesarias para reducir las emisiones vehiculares, mejorar la calidad de los combustibles y establecer los límites máximos permisibles de las concentraciones de los contaminantes convencionales en la atmósfera. El INECC ha incluido en su agenda la evaluación de las normas vigentes, la elaboración de propuestas de normas nuevas y el análisis de los beneficios asociados con la implementación de las regulaciones y otras estrategias de control del sector ambiental, de manera que avancen alternativas de política pública semejantes a las mejores prácticas internacionales.

			De hecho, colaborar con organizaciones internacionales, como el Consejo Internacional para el Transporte Limpio, así como con organizaciones no gubernamentales, ha permitido que el tema se mantenga activo y se priorice desarrollar regulaciones que permitan reducir las emisiones de manera efectiva. Además, dialogar e interactuar con los industriales ha obligado a que los instrumentos de política pública se adapten a las condiciones nacionales.

			Entre estos instrumentos de política destacan: a) la norma para reducir las emisiones de óxidos de nitrógeno y partículas suspendidas de vehículos pesados nuevos que utilizan diésel (camiones, tractocamiones y autobuses); b) la norma que especifica la calidad de los combustibles (de particular interés es la reducción de las concentraciones de azufre) y, c) la norma para reducir las emisiones de bióxido de carbono e incrementar el rendimiento del combustible en vehículos ligeros nuevos (de pasajeros y camionetas).[16] En estos tres casos, la adopción de las mejores prácticas internacionales permitiría reducir las emisiones contaminantes de manera significativa, con beneficios indudables para el ambiente y la salud pública. En el caso de las dos primeras, que deben tratarse desde un enfoque sistémico, podrían evitarse miles de casos de mortalidad y morbilidad y millones de días laborables perdidos, con beneficios monetizados por lo menos dos veces superiores a los costos (Rojas-Bracho et al., 2013).[17]

			En el caso de la tercera, la norma publicada en 2013, está homologada con la regulación de Estados Unidos (en gran medida, aunque con algunas flexibilidades adicionales para la industria automotriz de nuestro país)[18] y se estima que para el periodo 2013-2032 tendrá beneficios tales como la mitigación de 265 millones de toneladas de CO2, y el ahorro de 112.8 mil millones de litros de gasolina, equivalentes a un poco menos de 20% de las importaciones anuales del país. Además, el “cobeneficio” esperado en términos de reducción de emisiones de contaminantes convencionales y los consecuentes casos de morbilidad y mortalidad que pueden evitarse equivalen a 26.8 mil millones de pesos (DOF, 2013); en suma, esta acción de política pública equivale a 5% del costo de la contaminación atmosférica que el INEGI ha calculado para México (INEGI, 2014).

			Finalmente, conviene mencionar la manera como la Comisión para la Cooperación Ambiental (CCA)[19] ha contribuido a definir la agenda de política ambiental y de investigación sobre sustancias químicas en México, en particular en el INECC. Entre las iniciativas de cooperación con la CCA destacan las destinadas a prevenir y mitigar los riesgos de las sustancias químicas perjudiciales para la salud humana y el medio ambiente, desarrollando instrumentos de información y control homologados como el inventario de sustancias químicas y con la caracterización y la gestión adecuada de residuos electrónicos.

			Inventario de sustancias químicas

			El INECC culminó la construcción del primer inventario de sustancias químicas en México en diciembre de 2012. En una primera fase de diseño del inventario se contó con el apoyo de la agencia del medio ambiente del Reino Unido y de la CCA. Esta colaboración permitió conformar un equipo trinacional de expertos para que las bases de datos sobre sustancias químicas comerciales fueran compatibles y comparables entre los tres países. El desarrollo del inventario es crucial, porque identificar y rastrear las sustancias químicas son pasos esenciales para diseñar estrategias que reduzcan los riesgos asociados a las diferentes etapas de su ciclo de vida (es decir, su producción, uso y disposición).

			El problema público de la falta de información sobre sustancias químicas se subsana de manera importante con este inventario nacional, que ayudará a los tomadores de decisiones y a los ciudadanos a reducir los riesgos vinculados con la exposición a las sustancias químicas en uso y a facilitar su manejo adecuado. En México, sin embargo, aún queda pendiente desarrollar una legislación que ordene el registro de las sustancias químicas para tener un panorama completo de aquellas en comercio en su territorio,[20] como ocurre en Canadá, Estados Unidos y la Unión Europea. De esta manera es posible tomar decisiones oportunas en cuanto a otorgar el registro o la autorización para una sustancia química, pero sólo cuando se conocen su identidad química y sus usos, lo cual permite evaluar los riesgos para el medio ambiente y la salud.

			Residuos electrónicos

			En México, el contexto internacional ha incidido en la atención que se brinda a los residuos electrónicos a partir de la firma de los convenios de Basilea, sobre movimientos transfronterizos de residuos peligrosos, en vigor desde 1992, y de Estocolmo, relacionado con los contaminantes orgánicos persistentes, en vigor a partir de 2004. México, además, desarrolló la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos (LGPGIR), que establece la prevención de la generación, la valorización y la gestión integral de los residuos peligrosos, sólidos urbanos y de manejo especial. Los residuos electrónicos se definen como de manejo especial y se ha avanzado en su gestión integral por medio del Programa Nacional para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos (2009-2012) y de los planes de manejo.

			El INECC considera a los residuos electrónicos como una de sus líneas de acción principales y, en el seno de la CCA, ha desarrollado proyectos para identificar y caracterizar los flujos transfronterizos de computadoras, monitores y otros dispositivos electrónicos, tanto usados como al final de su vida útil. El Instituto también ha estudiado las prácticas de reensamblaje y reciclaje, en particular, para aumentar la capacidad de manejo ambiental adecuado de este tipo de residuos entre las pequeñas y las medianas empresas.

			El simple ejercicio de cuantificar y caracterizar las importaciones y las exportaciones de residuos electrónicos ha provisto de información indispensable para diseñar e implementar políticas que mejoren la gestión regional. Con el propósito de proteger la salud de los trabajadores y el medio ambiente es necesario que las prácticas para reensamblar y reciclar estos residuos y para recuperar metales preciosos con valor económico se vinculen con un manejo adecuado de las sustancias peligrosas que contienen, en especial por sus características de toxicidad, bioacumulación y persistencia.

			DEL DIAGNÓSTICO A LA ACCIÓN. LOS ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE ESTE LIBRO

			Los capítulos que se presentan a continuación se elaboraron entre septiembre de 2010 y diciembre de 2012 por investigadores afiliados al Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático, con la coordinación de Leonora Rojas-Bracho (consultora internacional en salud y medio ambiente) y Laura Flamand (El Colegio de México), en el marco de más de 40 sesiones de discusión sobre análisis de políticas públicas y de seminarios dedicados a mejorar, desde el punto de vista metodológico y sustantivo, cada uno de los análisis que se presentan en este libro.

			Todos los capítulos se construyeron a partir de la propuesta metodológica de análisis de política pública de Bardach (1998) y, sobre todo, de Weimer y Vining (2010). En general, por tanto, comienzan presentando un diagnóstico del problema público, una justificación de la política (así como sus metas y objetivos), una evaluación de los resultados proyectados de las alternativas de solución a la luz de criterios precisos de comparación y, finalmente, una recomendación de política pública.

			Como apreciará el lector, cada capítulo atiende un problema público distinto y propone alternativas en diferentes fases del proceso de la política pública. El capítulo 3 se concentra en el diagnóstico; en particular, en generar información, como plataforma y piedra angular, para diseñar alternativas efectivas de política pública en el futuro. El resto de los capítulos emplean información preexistente para ofrecer alternativas precisas que controlen o regulen el problema público. De hecho, el capítulo 4 se ocupa de analizar alternativas para incrementar la efectividad de la regulación presente. Conviene recordar que todos los análisis se desarrollaron para un cliente específico y no predeterminan metas precisas, sino que los resultados proyectados de las alternativas se comparan entre sí.

			El primer capítulo analiza la importación a México de vehículos usados provenientes de Estados Unidos y Canadá. En principio, hay dos supuestos que han dominado el análisis del problema público asociado a estos vehículos. Primero, que generan un volumen importante de emisiones contaminantes, pues la gran mayoría tienen diez años y más de antigüedad, con frecuencia se encuentran en mal estado y se incorporan a la flota nacional en gran número. Segundo, que los vehículos importados significan pérdidas para los fabricantes y distribuidores de automotores en territorio nacional, pues son más baratos. El capítulo cuestiona con evidencia contundente estos dos supuestos y propone que, por el momento, los decretos presidenciales, a la par de los acuerdos intersecretariales que regulan el flujo de estos vehículos, en especial de los más contaminantes, son la mejor opción de política pública. Este análisis de política pública se preparó para el gobierno federal, en específico para las secretarías de Economía y de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

			En el capítulo 2 se analiza la implementación de un programa de verificación vehicular obligatorio en el área metropolitana de Monterrey (AMM), donde, según los datos del inventario de emisiones de 2005,[21] los vehículos ligeros a gasolina son la principal fuente de contaminantes atmosféricos. La propuesta de un programa obligatorio parte de descubrir que los vehículos ligeros a gasolina en el AMM pueden llegar a emitir hasta cinco veces más hidrocarburos que los del mismo tipo en la zona metropolitana del valle de México, donde opera la verificación obligatoria desde hace más de una década (Garibay-Bravo et al., 2009). El análisis de política pública se preparó para la Secretaría de Desarrollo Sustentable de Nuevo León, antes Agencia de Protección al Medio Ambiente y Recursos Naturales.

			Todas las sustancias químicas tienen un potencial tóxico, tanto para el ambiente como para la salud de las personas, que es contingente a su manejo adecuado. El tercer capítulo analiza tres alternativas distintas para implementar un inventario nacional de sustancias químicas, dado que en México el control de estas sustancias es limitado e incompleto, pues no existe un mecanismo legal para que las empresas informen sobre las características y los riesgos de aquellas que producen o importan.[22] Muy frecuentemente, en consecuencia, tanto en situaciones extremas (accidentes donde se derraman sustancias, por ejemplo) como en cotidianas (el uso de solventes en industrias específicas, entre otras), no se dispone de información para trasladar, emplear y disponer de las sustancias químicas en comercio, con consecuencias que pueden ser muy graves e incluso irreversibles para el entorno y la salud de las personas. Desde luego, los análisis de política pública pueden prepararse para las ramas ejecutiva o la legislativa del gobierno. Como ejemplo, en este análisis de política pública el cliente fue la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados del Congreso federal.

			El cuarto capítulo se ocupa de estudiar la contaminación química derivada de las descargas de agua residual en la cuenca del río Coatzacoalcos, como componente del deterioro ambiental en el Golfo de México. Con el propósito de mejorar el saneamiento y promover la restauración de este río se analizan dos instrumentos de política pública para el control de la contaminación del agua que, hasta ahora, se han empleado muy poco en México: los bonos o vouchers de calidad del agua y un impuesto por el servicio de saneamiento. Este análisis se preparó para la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales del gobierno federal.

			Para finalizar, el quinto capítulo se ocupa de analizar alternativas para gestionar de manera integral y sustentable los residuos electrónicos, es decir, que se aprovechen los materiales con valor económico y, sobre todo, se reduzcan los riesgos asociados con las sustancias peligrosas que contienen para disminuir sus impactos ambientales adversos. El análisis muestra con evidencia irrefutable que la gestión de estos residuos requiere de atención inmediata porque, primero, su volumen se está incrementado de manera extraordinaria y, segundo, pueden liberar al ambiente contaminantes tóxicos si se dispone de ellos de manera inadecuada. En este caso, el cliente fue la Asociación Nacional de Autoridades Ambientales Estatales (ANAAE).
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			NOTAS AL PIE

			
				
					[1] La doctora Laura Flamand es profesora-investigadora en el Centro de Estudios Internacionales de El Colegio de México. La doctora Leonora Rojas-Bracho es consultora internacional en medio ambiente y salud; hasta octubre de 2013 fue directora general de Investigación sobre la Contaminación Urbana y Regional, Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático, Semarnat, México.

				

				
					[2] Las partículas suspendidas de menos de 2.5 micras de diámetro (PM2.5), o partículas finas, son un factor de riesgo para ciertas enfermedades en adultos (cáncer de pulmón, enfermedades cardiovasculares, circulatorias y respiratorias crónicas, entre otras) y también para la mortalidad infantil por causas respiratorias (Lim et al., 2012).

				

				
					[3] Estas descripciones partirán, sobre todo, de los trabajos de Aguilar, 1991; Bardach, 1998; Kraft y Furlong, 2004; Weimer y Vining, 2010; además del más reciente, Merino, Cejudo y Arellano, 2010.

				

				
					[4] Conviene señalar que el análisis de políticas públicas es de naturaleza empírica, pero valorativo de fondo (Aguilar, 2009: 12 y 13; Merino, 2010), es decir, se decide que una condición es un problema público a partir de valores como la justicia, la equidad, la eficacia social y la eficiencia económica.

				

				
					[5] El análisis de políticas públicas puede dirigirse a resolver el problema público de modo integral o parcial; por ejemplo, puede plantear diversas maneras de generar la información indispensable para proponer alternativas de solución al problema. El capítulo 3 de este libro se ocupa de generar la información necesaria para entender el problema de la contaminación ambiental y a partir de ello sugerir estrategias para aliviarlo: para prevenir el riesgo asociado al comercio de sustancias químicas no registradas.

				

				
					[6] Una introducción estupenda a los distintos tipos de instrumentos de política pública se encuentra en Weimer y Vining (2010) y en Salamon (2002).

				

				
					[7] El enfoque de este texto es práctico de manera preeminente, es decir, no se detiene a explicar con detalle la manera como se elabora un análisis de política pública, sino que invitamos al lector a revisar los capítulos 1 a 6, donde se presentan análisis de políticas públicas concretos y muy ilustrativos. Para el lector interesado en revisar recomendaciones específicas para cada fase se sugiere revisar el muy conciso texto de Bardach (1998) o el más detallado de Weimer y Vining (2010).

				

				
					[8] Conviene señalar que algunos textos de política pública emplean de manera indistinta los términos metas, objetivos y propósitos de la política pública para referirse a la finalidad última de la intervención gubernamental. En este libro, en general, empleamos metas para referirnos a propósitos más amplios (e.g. mejorar las condiciones de salud de la población) y objetivos para indicar propósitos instrumentales (e.g. aumentar el número de centros de salud comunitarios).

				

				
					[9] En los capítulos del libro adoptamos la convención de considerar entre las alternativas, por lo menos, una solución que se hubiese implementado en otro país, excluyendo a Estados Unidos.

				

				
					[10] Sobre implementación de políticas públicas, sugerimos revisar los textos introductorios de Aguilar (1996) y May (2003).

				

				
					[11] La literatura sobre evaluación de políticas públicas es muy extensa. Para el lector interesado, como aproximaciones iniciales se recomienda Ravallion (2001) y Rossi, Lipsey y Freeman (2003).

				

				
					[12] Aunque se hayan diseñado esquemas que permiten la inversión privada para proyectos de infraestructura a largo plazo, como Pidiregas.

				

				
					[13] De hecho, en ciertos contextos (en educación ambiental, por ejemplo), resulta más efectivo introducir temas ambientales de manera transversal en varios cursos que desarrollar una materia específica, aunque el proceso de integrar políticas ambientales a otros sectores ha dado resultados, tanto positivos como negativos, en circunstancias diversas (Bárcena y Sánchez, 2002).

				

				
					[14] Con la entrada en vigor de la Ley General de Cambio Climático, publicada el 6 de junio de 2012, el Instituto Nacional de Ecología (INE) se transformó en el Instituto Nacional de Ecología y Cambio Climático (INECC), a partir del 10 de octubre de 2012.

				

				
					[15] El Instituto inició este proyecto con el apoyo de la Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos (EPA, por sus siglas en inglés) y de la Asociación de Gobernadores del Oeste (WGA); más tarde se incorporaron la Comisión para la Cooperación Ambiental (CCA) y la Subsecretaría de Gestión para la Protección Ambiental de la Semarnat.

				

				
					[16] Las emisiones de bióxido de carbono y el rendimiento de combustible de los vehículos se relacionan de manera inversamente proporcional, es decir, al incrementarse la distancia que un vehículo puede recorrer por litro de gasolina o diésel consumido (km/l) disminuyen las emisiones de bióxido de carbono por kilómetro recorrido (g/km). Así, la regulación de las emisiones de bióxido de carbono en la flota vehicular incide también en el rendimiento de combustible, teniendo consecuentemente beneficios en términos de seguridad energética y protección al ambiente. 

				

				
					[17] Para estimar los beneficios se consideraron combustibles conocidos como de “ultrabajo azufre” (diésel con 15 ppm de contenido de azufre y gasolina con un contenido promedio de 30 ppm y máximo de 80 ppm), así como tecnologías vehiculares equivalentes a la normatividad de Estados Unidos: EPA 2007 para vehículos pesados a diésel y Tier 2 para vehículos ligeros a gasolina. Cabe decir que la norma sobre especificaciones de combustibles se publicó en 2006, con un calendario para introducir diésel y gasolina de ultrabajo azufre a nivel nacional en 2009. Se cuenta con gasolina de ultrabajo azufre a nivel nacional (Premium) y diésel de ultrabajo azufre en la zona de la frontera norte y en las tres grandes zonas metropolitanas; aún está pendiente su distribución en el resto del país. En cuanto a la norma vigente de emisiones de vehículos pesados, los límites que establece distan mucho de las mejores prácticas internacionales, por lo tanto su revisión es una asignatura pendiente de urgente atención en la agenda ambiental actual. 

				

				
					[18] La Norma Oficial Mexicana requerirá que la flota de vehículos nuevos del año 2016 incremente su rendimiento de combustible, con respecto a 2010, en aproximadamente 21%. Este esfuerzo se reflejará en un rendimiento de combustible para el promedio de la flota de 14.9 kilómetros por litro, equivalentes a emisiones promedio de la flota de 157.56 g de CO2 por km, para el año 2016 (DOF, 2013).

				

				
					[19] El Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte se firmó de manera paralela al Tratado de Libre Comercio de la región. Con este Acuerdo se creó la CCA, cuyo propósito es facilitar la cooperación efectiva para conservar, proteger y mejorar el medio ambiente en la región. El trabajo de la CCA se orienta a la cooperación entre los tres países para mejorar el marco legal, es decir, para que la regulación y los instrumentos normativos sean comparables en rigor y exigencia.

				

				
					[20] En México se realizan procesos de registro para sustancias de uso humano directo (fármacos, cosméticos, entre otros), sin embargo, un gran número de sustancias (en particular las sustancias químicas industriales) carecen de cualquier tipo de registro, se ignora su identidad química y sólo una parte de ellas cuenta con algún tipo de regulación ambiental en alguna parte de su ciclo de vida.

				

				
					[21] El inventario presenta, hasta la fecha, la información disponible más reciente.

				

				
					[22] Aunque limitado en sus alcances, como se precisa en la nota al pie 19, es necesario reconocer la existencia del “Reglamento en materia de registros, autorizaciones de importación y exportación y certificados de exportación de plaguicidas, nutrientes vegetales y sustancias y materiales tóxicos o peligrosos”.
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